
Bogotá, agosto de 2019 

SEÑORES: -̂̂  '̂ ' ^ ••..^y)-y--^ 

CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA 

E.S.D r . - , ' V . - • . , Ar .v.u 

REFERENCIA. 

ASUNTO: ACCIÓN PÚBLICA DE INCONSTITUCION.,^.-...^ ^ 

ACCIONANTES: JUAN FELIPE DlEZ CAST^ÑO^ CARLOS ANDRÉS 

ECHEVERRI VALENCIA & ANDRES FELIPE RONCANCIO BEDOYA , 

Mediante la presente JUAN FELIPE DIEZ CASTAÑO, persona mayor de edad, identificado 

con cédula de ciudadanía No. I026I31599 de Caldas-Antioquia y CARLOS ANDRÉS 

ECHEVERRI VALENCIA, identificado con cédula de ciudadanía No. 15.447.747 de 

Rionegro-Antioquia, ANDRES FELIPE RONCANCIO BEDOYA, identificado con cédula 

de ciudadanía No. 1.037.600.988 de Envigado-Antioquia, todos domiciliados en la ciudad de 

Envigado-Antioquia y obrando en nuestro propio nombre, nos permitimos presentar ante los 

honorables magistrados de la Corte Constitucional, demanda de inconstitucionalidad en 

contra de: •...^f.i ¡, r-,,-ij,j-r;':Kí r.. , . , . •! 

- La expresión "dentro de los veinte días siguientes" contenida en el artículo 7 de la ley 

estatutaria 130 de 1994, Por la cual se dicta el estatuto básico de los partidos y movimientos 

políticos, se dictan normas sobre su financiación y la de las campañas electorales y se dictan 

otras disposiciones, todo lo anterior como se pasa a ver: 

I . TEXTO DE LA NORMA DEMANDADA Y ARTICULOS CONSTITUCIONALES 

centro dñ^°'" VULNERADOS: 

PRIMERO: E l texto de la norma demanda es la parte que se^^^ íya en negrill̂ Sr..§9rfe 

continuación: 

"Ley 130 de 1994 

' (marzo 23) 

,iofuécotŝ adoĉ -/_ ^ Idénticos 

...̂ v-acWao 

llíio.g 1 O 0 9 
45 6 T 

por la cual se dicta el Estatuto Básico de los partidos y mpfip^ntos polííitos,' se __ 
\\c; M < i f i C 3 C Í 0 3 3 3 — 

dictan normas sobre su financiación y la de las campañas efeótorales y se dicían -
l\CS!\<SSv3r.a3^ _ 

otras disposiciones .. •>.• r<,K/ - * r, ¡ bnow-'DC"^'"^''"'''^^ 
LOS sas.-'.-s " 

( - ) 

Artículo 7. Obligatoriedad de los estatutos. La organización y el funcionamiento de 

los partidos y movimientos se regirá por lo establecido en sus propios estatutos. 



Cualquier ciudadano, dentro de los veinte días sisuientes a la adopción de la 

respectiva decisión, podrá impugnar ante el Consejo Nacional Electoral las 

cláusulas estatutarias contrarias a la Constitución, a la ley o a las disposiciones del 

Consejo Nacional Electoral, o las decisiones de las autoridades de los partidos y 

movimientos tomadas contraviniendo las mismas normas. " (Subrayas y negrilla fuera 

de texto.) 

SEGUNDO: La expresión demandada vulnera el mandato de constitucionalización de los 

partidos políticos, contenido en el artículo 107 de la Constitución política de 1991, toda vez 

que como se argumentará, restringe de manera exorbitante la responsabilidad de 
aquellas organizaciones por la vulneración de las normas que rigen su organización y 

funcionamiento, entre las que se encuentra la propia constitución. Se subraya a 

continuación en negrilla y cursiva, la parte del referido artículo constitucional que es 

vulnerada con el texto de la norma demandada: 

- "AltTICULO 107. Modificado por el Acto Legislativo 01 de 2009, artículo T. Se 

garantiza a todos los ciudadanos el derecho a fundar, organizar y desarrollar partidos 

y movimientos políticos, y la libertad de afiliarse a ellos o de retirarse. 

En ningún caso se permitirá a los ciudadanos pertenecer simultáneamente a más de 

un partido o movimiento político con personería jurídica. 

Los Partidos y Movimientos Políticos se organizarán democráticamente y tendrán 

como principios rectores la transparencia, objetividad, moralidad, la equidad de 

género, y el deber de presentar y divulgar sus programas políticos. 

Para la toma de sus decisiones o la escogencia de sus candidatos propios o por 

coalición, podrán celebrar consultas populares o internas o interpartidistas que 

coincidan o no con las elecciones a Corporaciones Públicas, de acuerdo con lo 

previsto en sus Estatutos y en la ley. 

En el caso de las consultas populares se aplicarán las normas sobre financiación y 

publicidad de campañas y acceso a los medios de comunicación del Estado, que rigen 

para las elecciones ordinarias. Quien participe en las consultas de un partido o 

movimiento político o en consultas interpartidistas, no podrá inscribirse por otro en 

el mismo proceso electoral. El resultado de las consultas será obligatorio. 

Los directivos de los Partidos y Movimientos Políticos deberán propiciar procesos 

de democratización interna y el fortalecimiento del régimen de bancadas. 

Los Partidos y Movimientos Políticos deberán responder por toda 

violación o contravención a las normas que rigen su orsanización. 
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funcionamiento o financiación, así como también por avalar candidatos 

elegidos en cargos o Corporaciones Públicas de elección popular, quienes hayan sido 

o fueren condenados durante el ejercicio del cargo al cual se avaló mediante sentencia 

ejecutoriada en Colombia o en el exterior por delitos relacionados con la vinculación 

a grupos armados ilegales y actividades del narcotráfico o de delitos contra los 

mecanismos de participación democrática o de lesa humanidad. 

( . . . )" . (Subrayas y negrilla fuera de texto.) 

TERCERO: Se debe indicar que el texto de la norma demandada vulnera no solo el ya 

mencionado artículo 107 de la Constitución en el aparte ya estudiado atrás, sino que lo afecta 
en concordancia inescindible con dos principios establecidos en el artículo 1 de la Carta 
Constitucional a saber: i) El principio de sometimiento del poder al orden constitucional y 

legal (Estado de derecho), y ii) El principio de democracia participativa, los cuales se 

subrayan y resaltan en negrilla a continuación: 

ARTICULO 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en 

forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades 
í • . . . 

territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la 
dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 

prevalencia del interés general. (Subrayas y negrilla fuera de texto) 

CUARTO: Se debe afirmar que el artículo 7 de la ley estatutaria 130 de 1994 vulnera 

igualmente el artículo 40 de la carta superior, en el sentido que la norma demandada afecta 

el principio y derecho constitucional ciudadano de participar en el control del poder 
político, como lo consagra la mencionada norma: 

W Centro de SeJuciettê  

'ARTICULO 40. Todo ciudadano tiene derecho a participa) conformación,. ^ _^ 
^ste^derecho puede: • .-̂ u.:;, r^: 
el ir.lGresadc c ,'e!T;i!c-r,;(;, úi^núi üetilicos 
E:i intereŝ jdo o rHr.iÜir:'.- r:-:r:n2ra do 

ejercicio V COntrol del poder político. Para hacer efectivo 

(...). " (Subrayas y negrilla Juera de texto.) 

I I . CARGOS DE INCONSTITUCIONALIDAD Y RAZONES V 

rf-sponsabilidac- a SEP.VIENTKCOA por í; 
vüisáóaü tío la i.-iformaoitíi: conlífiida cu ] 
(os documentos que cor;;pcnen ia guía 
Nc. ^ , 

FUNDAMENTOS. # anw..:-; 
J U R Í D I C O S D E L A I N C O N S T I T U C I O N A L I D A D D E L A N O R M A P É M A N D 

tíiilgeietssvciiiís 
n Oíros Documenios . 

Legales 
Los snnyn. ici cotejables 

- P R I M E R C A R G O : V I O L A C I Ó N A L A R T Í C U L O 107 C Ó N W I T U C Í O Ñ A L T ^ 

M O D I F I C A D O P O R E L A C T O L E G I S L A T I V O 01 D E 2009. C O N R E L A C I Ó N A L 

P R I N C I P I O D E R E S P O N S A B I L I D A D D E L O S P A R T I D O S P O L Í T I C O S P O R L A 

V I O L A C I Ó N D E L A S N O R M A S O U E R I G E N S U F U N C I O N A M I E N T O , T O D O L O 
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ANTERIOR EN CONCORDANCIA CON E L ARTÍCULO 1 DE LA CARTA 
SUPERIOR FRENTE A LOS PRINCIPIOS DE "ESTADO DE DERECHO" Y DE 
"DEMOCRACIA PARTICIPATIVA". 

La constitutiionalización de los partidos políticos es un mandato inexorable de la carta magna 

de 1991, establecido desde su artículo 107, modificado por el acto legislativo 01 de 2009, 

artículo 1. En esa medida, las organizaciones políticas, si bien tienen un amplio margen para 

configurar las reglas que regirán su colectividad conforme su particular ideología, no pueden 

vulnerar principios y valores constitucionales que son parte esencial del Estado social de 

derecho. La anterior tesis ha sido sostenida por la propia Corte Constitucional en sentencia 

SU-585 de :2017, M.P Alejandro Linares Cantillo, en los siguientes términos: 

"La autonomía de los partidos y movimientos políticos es una materialización de los 

principios de pluralismo y de separación entre asuntos públicos y privados y una 

condición de la democracia real. Se trata de reconocer que en los regímenes absolutos, 

no existe separación entre los partidos y el poder público y se acude a crear un partido 

de Instado, en el entendido de que el partido es controlado por los gobernantes o 

viceversa y se excluye de iure o de facto la libre contienda política. Esto quiere decir 

que la democracia exige garantías de no injerencia de los órganos del poder público 

en la organización y gestión de estas instituciones. Dicha garantía fue reconocida por 

la sentencia C-089 de 1994 que examinó la constitucionalidad de la Ley Estatutaria 

130 de 1994, Estatuto Básico de Partidos y Movimientos Políticos, pero advirtió 

que la autonomía de los partidos y movimientos políticos no era 
absoluta, va que debía ser ejercida dentro del respeto de la Constitución 
V las leves, las que podían señalar deberes a los partidos, normas 
mínimas de estructura y funcionamiento, siempre y cuando fueran 
razonables y no afectaran la esencia de su autonomíaWOll Concluyó así 
dicha sentencia que "La libertad que la Constitución reconoce a los partidos y 

movimientos políticos, es irrestricta dentro de esos límites, que no son propiamente 

estrechos ni mezquinos"[ 108], al tiempo que reconoció que la manifestación primaria 

de dicha autonomía era la facultad de darse sus propios estatutos. Fruto de este 

razonamiento, la Corte Constitucional declaró la constitucionalidad del artículo 41 

del proyecto de ley, que preveía que ios partidos políticos debían organizar en su seno. 

Consejos de Control Ético, como una forma de garantizar la moralidad de sus 

miembros, pero sin influencia extema." (Subrayas, cursiva y negrilla fuera de texto.) 

En la anterior medida, los estatutos de una organización política no pueden contener reglas 

que atenten contra la constitución nacional, como en efecto lo sería prohibir el ingreso de 

mujeres, o no aceptar personas de cierta raza, tendencia sexual, origen familiar, pues estas 

reglas irían directamente contra normas constitucionales como el artículo 13 de la carta 
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superior. Es por lo referido que la carta constitucional en su artículo 107, estableció una 

responsabilidad para los partidos políticos por toda ''violación o contravención a las normas 

que rigen su organización, funcionamiento o financiación", siendo parte de aquellas la 

misma constitución política, que al establecer el principio de supremacía constitucional en 

su artículo 4, ordena que en caso de incompatibilidad de la misma con otras normas jurídicas 

-como en efecto lo son los estatutos de un partido político-, esta prevalece sobre cualquier 

otra. 

Como lo mencionó el ex magistrado de la Corte Constitucional Jaime Araujo Rentería, la 

relación entre los partidos políticos y el Estado, ha transitado por varias fases, entre las que 

ocupa un papel relevante para el objeto de la presente demanda la llamada etapa de la de 

indiferencia, que se caracteriza porque no se les rechaza -a los partidos-, pero tampoco se 
les regula, se considera que el derecho de asociación es suficiente para ta existencia de los 

partidos políticos. Posteriormente, viene un periodo o etapa de constitucionalización de 

aquellas organizaciones; este surge después segunda guerra mundial, donde las 

constituciones se van interesando por regular el funcionamiento de las organizaciones 

políticas. Las constituciones van interesándose por esos seres que habían engendrado. 

(Araiyo, J . p.483y - > 

En igual comprensión, conforme al mismo mandato de constitucionalización de los partidos 

políticos, proveniente del artículo 107 constitucional, de cuya existencia da cuenta por 

ejemplo los sub mandatos de: i) Organización democrática, ii) De realizar procesos de 

democratización interna y la ya señalada iii) de responsabilidad por la violación de la 

normativa que rige su funcionamiento, se debe expresar que los partidos políticos no pueden 

establecer reglas estatutarias que configuren el acceso y la representación de los cargos y 

órganos directivos internos, a través de sistemas que no honren una estructura democrática, 

participativa y pluralista, v.gr, El establecimiento de carácter vitalicio de una persona como 

director de un partido político, o una disposición estatutaria que estableciera que la finalidad 

política de la organización, una vez en el poder, es la de reemplazar el régimen.cW2sdfii£hf^^ 

de democracia deliberativa, oor un sistema de partido único, como sostidnefí"^VitSky^ .xáoíuciones 

one|'|)olíticas 
bbFej)ÚblÍCaS,-.i Pi-eSftñiñc!o r 

j ! . •"• - i...:- . . .-,i;¡finí;JG idéñlL 
como sucedió en la Alemania Nazi o en la Italia Fascista. La Corte Constfñicióñál^én Ja ŷ an'x erómú 

f -, '-f ••f'^ViíimmQA&v 
referida sentencia SU-585 de 2017, se expresó acerca del mandato de coiétitugiohalfeáciióff'̂ riccntenk;: 

- _ i L L - Q J I y su relación frente a los partidos políticos, de la siguiente forma: 

"Por su parte, la reforma constitucional realizada por el Acto Legis|áIivjOííO;L¡d :̂200^3ĵ " '̂ '̂ "̂  

buscó introducir mecanismos en el ordenamiento constitucional mlómÉiáriórpara l a - ^ 
• t 

mejora del sistema político, inspirada en el adecuado funcionamjenfó'idéí principio * ' ' j 

democrático, primordialmente a través de partidos políticos probóíi"y'Üuifinficnifaror- ui.ssaasg^ 

^ Araujo, J . Filosofía o Teoría del Derecho Constitucional, Ed. Ibáñez, 2015, Bogotá. 



disciplinados, como verdaderos instrumentos de canalización de ideas y proyectos 

políticos. De esta manera, entre otras medidas, reformó el artículo 107 de la 

Constitución que en su versión original incluía POCOS contenidos normativos 

respecto de los partidos políticos[1061 v estableció una serie de 

principios rectores que debían ser respetados por los mismos: 

"transparencia, objetividad, moralidad, la equidad de género". (Subrayas, cursiva y 

negrillas fuera de texto.) 

Partiendo de lo dicho, puede entonces concluirse preliminarmente que el acto legislativo 01 

de 2009, revela una intención clara de parte del constituyente derivado colombiano: La 

constitucionalización de los partidos políticos. Mediante esta finalidad se busca que estas 

organizaciones no sean ajenas a principios y valores propios del Estado social de derecho, 

entre los que se encuentran el pluralismo, la equidad de género, la democracia participativa 

etc. 

Ahora bien, el artículo 7 de la ley estatutaria 130 de 1994, establece que cualquier 

ciudadano, dentro de los veinte días sisuientes a la adopción de la respectiva decisión, podrá 

impugnar ante el Consejo Nacional Electoral las cláusulas estatutarias contrarias a la 

Constitución o a la ley. No obstante lo anterior, este término que dispuso el legislador, que 

podría prima facie, tener la intención de ofrecer seguridad jurídica para las organizaciones 

políticas, sacrifica materialmente el mandato constitucional de constitucionalización de los 

partidos políticos, toda vez que restringe desproporcionalmente lo dispuesto en el artículo 

107 de la carta superior, relativo a la responsabilidad de los partidos políticos por violación 

a las normas que rigen su organización y funcionamiento, entre las cuales se encuentra la 

propia constitución política de 1991, todo lo expresado, como quiera que el breve periodo, 

señalado en la norma para ejercer el medio de control, impide que los ciudadanos protejan 

de una manera eficaz el régimen constitucional vigente cuando es vulnerado por 

disposiciones estatutarias internas de las organizaciones políticas, mediante el ejercicio de la 

respectiva impugnación ante el Consejo Nacional Electoral, lo que de contera conlleva 
entonces a que un lapso de tiempo tan exiguo, haga nugatoria la responsabilidad de la 
organización política, por la violación a la constitución del 91, permitiendo sanear 
dichas violaciones estatutarias por el paso del tiempo. 

Es en este punto de la argumentación, que se debe integrar al cargo de inconstitucionalidad 

que se viene desarrollando, la vulneración que la norma demandada realiza a los principios 

contenidos en el artículo 1 de la Carta magna, en especifico el de i) Sometimiento del poder 

al orden constitucional y legal (Estado de derecho) y ii) El principio de democracia 

participativa, esto por las siguientes razones: 

- El principio de sometimiento del poder a! orden constitucional y legal (Estado de derecho), 

contenido en el artículo 1 de la Constitución, hace referencia a la idea propia de la democracia 

liberal que entiende que el poder público no funciona de manera arbitraria, sino conforme a 



unas normas jurídicas que señalan específicamente sus funciones, que no deben ser 

sobrepasadas so pena de extralimitación (art. 6 CP) . No obstante lo anterior, si bien en cierto 

que existe separación de los partidos políticos frente al poder público, y los primeros gozan 

de un amplio margen de autonomía para establecer sus disposiciones estatutarias, como 

acertadamente lo sostuvo la Corte Constitucional en la sentencia SU-585 de 2017, no deja de 

ser, igualmente claro que estas organizaciones también están sometidas a cumplir el mandato 

de constitucionalización que se introdujo mediante el acto legislativo 01 de 2009, que en su 

artículo 1, modificó el artículo 107 de la constitución y dispuso por ejemplo aspectos como 

el hecho de que los partidos tenían que tener una estructura democrática interna, profundizar 

los procesos de democratización, integrar valores como el pluralismo o la equidad de género. 

Este mandato de constitucionalización se ve vulnerado si se les permite a las organizaciones 

políticas operar de manera aislada del régimen constitucional. 

En este sentido, entender el proceso de constitucionalización de los partidos políticos, implica 

que la democracia se encuentra desarrollada en un plano de armonía constitucional, que 

reconoce que los espacios de participación democrática tienen una confección compleja que 

no se agota a presupuestos formales, sino también materiales, conforme menciona la 

sentencia C 292 de 2003,, donde se indica que la participación esta ligada a la representación, 

la participación y el control: (subrayado y negrita) 

"el constituyente optó por no sujetar a mecanismos institucionales predefinidos o 
'' predeterminados el desarrollo de determinados momentos de la democracia participativa. De 

igual manera, libera a la voluntad legislativa el diseño de los medios y mecanismos para 
,̂.: realizar el momento del control, de la democracia participativa. . -

Conforme con lo anterior, es posible hacer im bosquejo completo del sistema democrático 
colombiano: (i) una democracia representativa, altamente institucionalizada tanto en lo 
relativo al proceso de decisión como respecto al control; (ii) democracia participativa en el 
momento de la decisión, igualmente institucionalizada y, (iii) democracia participativa en el 
momento del control, escasamente institucionalizada. (Corte Constitucional, 2Q03)"-̂ .̂ -r.ir,t;̂ .;r-'---:.---""'' • '• ' 

i ^ . r::¡":ir., de Sotuciones j 

De lo anterior, se hace importante observar como el tribunal constitucional feyela un déficit 

institucional frente al momento de control de la democracia participativa,-due medíante ér";̂ '"'" ^fJT'^'-

principio expansivo de la democracia, debe ser subsanado, entre otras foníjas, protegiendo; ĵ l̂̂ '̂ ^̂ ĵl̂ *̂ ^̂ ^̂^ 

los espacios de control político, los cuales no se suponen en términos formales o ideológicos2̂ .'|̂ '̂Ĵ |̂ ĵ¿̂ ^̂ ^ 

sino que involueran la tarea de establecer las mejores condiciones para que la cgisjitgpigh se'̂  ''' ''̂  
9 4 5 0 7 9 

defienda a través de la democracia. De esto en dicha consideración el principio expansivo 
supone más y mejores escenarios de control y no limitaciones que se spsti^en bajo la —-

M U • • , ^ ^ , i 

previsión formal de la ley, toda vez que la clausula de Estado de Derecho lé| es imperativa a ' ; 

todos los actores en Colombia, bien sean de régimen público o privado, pties una práctica^ coi -IIÍÜÍ̂ X 1 
diferente sería una contravención o sustitución de la arquitectura constitucional. De este 

modo, si se le permitiera actuar a las organizaciones privadas actuar ajenas a un marco 



constitucional, entonces la carta superior devendría en ineficaz, y su supremacía se vería 

inoperativizada por ámbitos donde esta no produjese efectos. 

Con base en lo expresado, el término de 20 días, consagrado en el artículo 7 de la ley 

estatutaria 130 de 1994, al ser tan fugaz, atenta contra la cláusula general del Estado de 

derecho, pues pasado dicho tiempo exiguo, las disposiciones estatutarias internas de los 

partidos políticos, quedan saneadas, así sean contrarias a la constitución, lo que impide 

insertar, por una talanquera cronológica, en el régimen jurídico-Constitucional, a dichos 

partidos políticos, permitiendo obrar a aquellos, con base en normas internas impermeables 

a la constitución política, peligrando con esto el mantenimiento de la norma de normas. Lo 

expresado tquivale a impedir que las organizaciones políticas se inserten en el Estado de 

derecho, pc-r lo dicho, es que precisamente el aparte demandado de la ley censurada es 

inconstitucional. 

- E l principio de democracia participativa, contenido en el artículo 1 superior, también es 

vulnerado por el artículo 7 de la ley 130 de 1994, nuevamente por que el término nimio de 

20 días, impide efectivamente en que los ciudadanos participen democráticamente en las 

decisiones c[ue los afectan. 

La Corte Constitucional mediante sentencia C-379 de 2016, M.P Luis Ernesto Vargas Silva, 

se refirió a la democracia participativa en los siguientes términos: 

"En el marco de la democracia participativa consagrada en la Constitución de 1991, 

el Constituyente enunció los siguientes mecanismos de participación ciudadana, para 

hacer efectivo el derecho fundamental a la participación del que gozan todos los 

ciudadanos: el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la 

iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato. Es relevante aclarar que ^Has 

anteriores formas de participación no asotan las posibilidades 

existentes en esta materia. En efecto, en atención al carácter expansivo 

de la democracia v a la condición de mandato de optimización del 

principio de participación, es posible identificar y desarrollar otros 

instrumentos que hagan realidad el compromiso constitucional de 

promover, en la mayor medida posible, la incidencia de los ciudadanos 

en las decisiones que los afectan (art. 2)". (Subrayas y negrilla fuera de texto.) 

La parte citada de la providencia referida, permite indicar sin lugar a duda que el principio 

constitucional de democracia participativa no se agota solo en los mecanismos establecidos 

en el artículo 103 de la carta magna. Sin lugar a dudas, también hacen parte de la democracia 

participativa todos los instrumentos jurídicos que, como en razón lo son las acciones públicas, 

buscan la defensa del orden constitucional. En ese sentido, limitar irracionalmente con un 

término de apenas 20 días calendario, la posibilidad de que los ciudadanos impugnen las 
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disposiciones internas estatutarias de los partidos políticos, que atenten contra la 

constitución, hace materialmente ineficaz la posibilidad de que los ciudadanos participen de 

las decisiones que los afectan, participación que como se viene sosteniendo, no solo se da a 

través del voto, sino también de acciones jurídicas de carácter público que tienden a buscar 

el cribado o salvaguarda de la carta superior, pues la protección del régimen democrático 

pluralista es un interés que atañe a cualquier ciudadano, lo que constituiría una razón de peso 

suficiente para que la Corte proceda a declarar la inexequibilidad del término "20 días 

siguientes " contenido en la disposición constitucional demandada. 

En resumen y a modo de conclusión, el cargo de inconstitucionalidad que en este acápite se 

edificó, se orientó a indicar inequívocamente que los partidos políticos no responden material 

y efectivamente por la violación a las normas que rigen su fimcionamiento, entre las que está 

también la Constitucional Nacional -Artículo 107-, cuando un término tan efímero, impide 

realmente que los ciudadanos impugnen las disposiciones estatutarias de estas organizaciones 

que afecten la carta fundamental, además de que, la misma naturaleza fugaz del término, al 

transcurrir, sanea dicha responsabilidad, echándola abajo definitivamente, pues con 

posterioridad los ciudadanos no cuentan con un medio efectivo para impugnar dichos 

estatutos internos de los partidos políticos. Todo lo anterior vulnera el principio 

constitucional de responsabilidad de los partidos políticos, establecido en ya suficientemente 

mencionado artículo 107 CP . 

- SEGUNDO CARGO: VIOLACIÓN DE LA NORMA DEMANDADA AL 
PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE PARTICIPACIÓN EN E L CONTROL DEL 
PODER POLÍTICO ARTICULO 40 C.N. 

Nuestro sistema constitucional consagra un modelo pluripartidista frente a la conformación 

del poder político, en el cual se reconoce el derecho que tiene todo ciudadano a participar 

no solo en la conformación, sino también en el ejercicio y control de este poder-ir^ó^^ 40-

C.N-. De este modo, el constituyente de 1991, quiso que el poder político, unaÍ{eí^sjittiido'''"''*'™'''^^°'""°"^^ 

por el voto ciudadano, no estuviera desligado del control de sus mandantes.! jLo^p^idos- ĉmpons ei presenta 
políticos hacen parte de ese poder, esto en la medida de que sus integrantes sonj'ke¿¿QSi paî ,̂ '̂ ^̂ ^̂ ^ 
ejercer aquél en los diferentes cargos de elección popular. Además la razón||jeo¡¿er:^;j£^^^^^^^ ; 

partidos y movimientos es la competencia en elecciones democráticas y libreé pmb^ipcóerevc^ 
'íNo,y 1 o ü 9 4 5 Q 7 g 

político. En esa medida estas últimas organizaciones no pueden estar aislada '̂delqmncipio 
constitucional de control ciudadano al poder político consagrado en el y; 

artículo 40 de la carta magna. ! dUiaíiiiciPi; varias Q piro» Do£unié(i;íí.s 
La posibilidad de control del poder político debe contar con medios efectivos p ira re§,lizarl9,̂ 3 ĝ ,̂ rs-^^imn 

sino la carta constitucional se quedaría como una mera declaración de buenas intenciones^ 

cuestión que no es propia de los Estados sociales de derecho, regímenes constitucionales que 

buscan la efectivizacíón real de los principios, derechos y valores constitucionales -artículo 



2 superior-. En esa comprensión, el término de 20 días, establecido en el artículo 7 de la ley 

130 de 1994, para que los ciudadanos presenten una acción que impugne las disposiciones 

estatutarias internas de un partido que contraríen la constitución, es un claro atentado al 

artículo 40 de la norma de normas, pues implica que luego de transcurrido ese minúsculo 

lapso cronológico, así un artículo de los estatutos de un partido, integre una norma que viole 

la constitución política -v.gr No admitir personas en la organización por motivos de raza, 

género, religión, etc-, los ciudadanos ya no puedan ejercer, mediante dicha acción, el control 

a estas disposiciones deletéreas de la norma fundamental. 

Si bien es cierto el legislador tiene un amplio margen de configuración frente al 

establecimiento de términos para el ejercicio de las acciones públicas, dicho margen no es 

absoluto, máxime si al desarrollar su función, las disposiciones de las leyes que produce 

vulneran otros principios de la Carta Constitucional, como ocurre en el caso concreto. En 

eventos como este se hace necesario traer a colación el llamado test de razonabilidad, pues 

es claro que la garantía de control al poder político que emana del artículo 40 constitucional, 

es un deredio fundamental que está siendo limitado por el reducido termino consagrado en 

el artículo 1 de la norma demandada. 

Ahora bien, para descubrir la colisión de principios constitucionales que supone la existencia 

del artículo 7 de la ley 130 de 1994, es necesario preguntarse sobre cuál es la intención del 

legislador en haber establecido un término de apenas 20 días posteriores a la decisión del 

consejo Nacional Electoral, para que los ciudadanos impugnasen las disposiciones 

estatutarias internas de los partidos políticos que vulnerasen la constitución nacional. Frente 

a este intenogante, debe decirse que la intención del legislador, es clara: ofrecer seguridad 

jurídica a estas organizaciones políticas, para que sus disposiciones organizativas propias, 

no estuvieran constantemente siendo objeto de escrutinio. Planteado esto cabe entonces 

someter la disposición demandada por medio de la presente acción al test de razonabilidad, 

mencionado en el párrafo anterior, el cual como ha señalado la jurisprudencia constitucional 

(V.gr Sentencia C-061 de 2008, M.P Nilson Pinilla Pinilla), se encuentra conformado por los 

sub-principios de a) necesidad, b) idoneidad y c) proporcionalidad en sentido estricto. 

No obstante, antes de realizar el test de marras, no se puede perder de vista que el apretado 

lapso cronológico establecido en el artículo 7 de la ley estatutaria 130 de 1994, demandado 

en la preserite acción pública, afecta ostensiblemente el goce de un derecho fundamental 
constitucional -el control del poder político art. 40 c.p-. En ese orden de ideas, en los 

términos de la jurisprudencia constitucional, entre otras en sentencia C-220 de 2017, M.P 

José Antonio Cepeda Amaris, se debe aplicar una clase específica de test: el intermedio de 

razonabilidad, que opera cuando: 

" E l test intermedio de razonabilidad ha sido empleado p¿?r la Corte para analizar 

la razonabilidad de una medida lesislativa, en especial cuando la 

medida puede afectar el soce de un derecho constitucional entendida 



en su faceta nesativa o prestacional mínima y exisible de forma 

inmediata en virtud de la Constitución o el DIDH, En este test se 

: verifica si la medida objeto de análisis busca cumplir un fin 

constitucionalmente lesítimo, si es necesario para cumplir ese objetivo 

V no incorpora una afectación mayor que el beneficio obtenido, y si la 

medida no es desproporcionada en sentido estricto."" (Subrayas y negrilla 

fuera de texto.) ., . , 

Partiendo de lo expresado arriba, y con relación al sub principio de a) necesidad - que busca 

explorar la finalidad de la medida adoptada por el legislador-, se debe indicar que el fm de 

establecer un término de 20 días posteriores a la decisión del Consejo Nacional Electoral, 

para que los ciudadanos impugnen a través de una acción pública, las disposiciones 

estatutarias de un partido político que vulnere la constitución, persigue un fm que podría 

aparecer prima facie, como constitucionalmente válido, y que ya fue debidamente 

identificado líneas atrás, el cual no es otro que el de ofrecer seguridad jurídica a dichas 

organizaciones. Se entiende que las organizaciones políticas deben contar con un marco 

jurídico claro para poder operar en el juego democrático y en esa medida, la seguridad 

jurídica puede ser un elemento valioso para llevar a cabo esa tarea. | . . 

Continuando con la realización del test, es necesario resaltar que el segundo sub principio, 

denominado de b) idoneidad, busca determinar si la medida es idónea para alcanzar el fin 

buscado, y explora si existen o no otros medios menos lesivos del principio constitucional 

afectado. Ai analizar el punto, se afirma que existen razones para concluir que la medida en 

principio, es idónea para lograr la seguridad jurídica, es más lo logra en exceso, pues con un 

lapso cronológico de apenas 20 días, para controvertir un asunto de envergadura 

constitucional, como en razón lo es censurar las disposiciones estatutarias de un partido 

político que afectan la norma fundamental, se logra impedir, que efectivanieíite. se ejerza el aŝ rs 

principio de control ciudadano al poder político -artículo 40 C.N-, quedando saneados por Un 

apretado termino perentorio, los artículos del Estatuto que vayan contra la carta magna. Este ' 

hecho de establecer un claro óbice temporal ai medio impugnativo, ofrece sin lugar a dudas.'Ĵ ^̂ Ĵ ^̂ f̂ ri-.i; 

seguridad jurídica a la organización política, quien tendrá con ello la tranqe ilidad ^̂^̂  Í̂ÍÍÍENTREGAPW \ 

su marco jurídico estatutario interno, podrá salir al ruedo político buscando cd6j |̂®,,éljpQS'̂ ^ ; 
| i : 9"Vn7"g'4 5 6 7 é 

Sin embargo, en este mismo punto del test de razonabilidad, es necesario cuestionar, sr .1 
^ folios U a:vy:.z •- \ 

existen otros medios para lograr el fm buscado que sean menos lesivíi^, del principio q 

constitucional afectado. Con relación a aquello, es importante consideraba qUé. si bien el j 

legislador dentro de la órbita de sus competencias y en el ejercicio de la configuración 

legislativa que le otorga la constitución, puede establecer un término al medio impugnativo, -
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tiene éste ía posibilidad de instituir un tiempo prudencial para su interposición o de no 

establecer ninguno. 

No obstante lo anterior, la constitución de un término, como se viene sosteniendo, implica 

una restricci ón al principio constitucional y derecho fundamental de control al poder político 

por parte dsl ciudadano -artículo 40 C.N-, pues ciertamente impide que ios ciudadanos 

después del lapso determinado ya en la ley - en el caso de la norma demandada 20 días 

siguientes a la decisión del Consejo Nacional Electoral- cuestionen mediante una acción 

administrativa, el articulado de los Estatutos internos de un partido que violen la constitución. 

En ese orden de ideas, la respuesta al análisis del sub principio de idoneidad, es que el 

legislador si contaba con otros medios menos lesivos del derecho fundamental trastornado, 

entre los que se encontraba el establecimiento de un lapso más amplio, que no desquiciara de 

una manera tan desproporcionada la garantía constitucional de la participación ciudadana en 

el control átú poder político, se insiste, mediante un término de carácter exiguo, ante un hecho 

de una importancia crucial para la democracia, como lo es en efecto la defensa del orden 

constitucional vigente, frente a organizaciones políticas cuya normatividad interna está en 

contradiceic)n con la carta superior. 

Resulta imperativo relievar en esta demanda que si como se dijo atrás, el legislador podía 

optar por medidas menos lesivas del derecho y principio constitucional afectado, debió optar 

por implementarlas -Establecimiento de un término razonable más amplio o no establecer 

ninguno-. Recuérdese que el principio de control del poder político consagrado en el artículo 

40 superior, es uno de los elementos característicos de la arquitectura constitucional de todo 

Estado de derecho moderno, al que no es ajeno nuestro orden democrático, sin el cual se 

desdibuja la esencia misma de la república -articulo 1 C.P-, que no es otra cosa que un 

sistema de pesos y contra pesos que busca evitar la arbitrariedad en el ejercicio del poder. En 

esa comprensión, en una república todo poder está controlado, no solo el legislativo, el 

ejecutivo y el judicial, sino también el poder de las mayorías -v.gr a través de los derechos 

fundamentales que son contra-mayoritarios- e igualmente el poder político. 

Con relación al principio constitucional de control del poder político, aquél debe ser 

considerado en clave con ía idea de democracia en el marco de un Estado social de derecho, 

donde aquella no solo se circunscribe a los procesos propiamente políticos -elecciones-, sino 

también aquella involucra la idea del ciudadano que controla este poder a través de diversas 

herramients s institucionales. Esta última tesis ha sido defendida por la Corte Constitucional, 

a saber, en sentencia C-1338 de 2000, donde la alta corporación indicó: 

"La participación democrática es un derecho-deber, toda vez que le concede la 
facultad y a la vez la responsabilidad de hacerse presente en la dinámica social que 

invclucra intereses colectivos. Facultad que no se circunscribe a los 

I 



procesos propiamente políticos, y su ejercicio debe estar 

adecuadamente garantizado". (Subrayas y negrilla fuera de texto.) 

En dicha providencia, la honorable corporación es clara en reconocer que, frente a la 

institucionalidad, la participación no solo se limita a un ejercicio puntual, sino que en sentido 

contrario, dicha carga argumentativa, amplia el margen de exigibilidad que tienen los 

ciudadanos sobre los procesos políticos, entre los que se encuentran aquellos que desarrollan 

los partidos políticos. Por eso el legislador, al haber limitado con un término de apenas 20 

días, un medio impugnativo como el consagrado en el artículo 7 de ia ley 130 de 1994, que 

permite la participación ciudadana en el control del poder, no solo es contrario a esto último, 

sino al principio democrático. 

Finalmente, frente al sub principio de c) proporcionalidad es preciso señalar que el principio 

de seguridad jurídica, que es el que busca lograr el legislador con el establecimiento de un 

término de 20 días para interponer el medio impugnativo ante el consejo Nacional electoral, 

consagrado en la norma demandada, aniquila desproporcionadamente, desmedidamente el 

principio constitucional afectado, que como se dijo arriba es el de control del poder político, 

no solo porque dicho término hace ineficaz materialmente el medio impugnativo, sino por 

que supone que las disposiciones estatutarias internas de los partidos políticos que vulneren 

la constitución queden "saneadas", luego del transcurso del tiempo, cuestión que no se 

compadece con lo que ontológicamente significa el núcleo axiológieo del derecho 

fundamental al control del poder -Art. 40 C.P- pues este, entendido dentro del marco del 

estado social y democrático de derecho, debe estar dotado de realidad y no quedarse en una 

mera formalidad. 

Es preciso recordar que la desconfianza del poder político y la garantía de su control no solo 

es una base conceptual y formal del ordenamiento jurídico, sino que en efecto dicha idea está 

inserta en la naturaleza de nuestra constitución. En ese sentido, para llevar a cabo dicha tarea, 

el constituyente también acude a la ciudadanía, por ejemplo, cuando en -ét^aitíctrio-AQ ^ 

consagra que el derecho a elegir y ser elegido también comporta para el ciudadgnO. lá fácúltad"'''°*'®^«ciones 

de participar en su control. Frente a lo anterior, la corte constitucional ha identificadoqneJa 
voluntad del constituyente del 91 fue eorregir las falencias de los — ' i " i - i í í t * ^ j*-««.,v.««íA'=^b5í-tís^ibrí^. 

representativa, entre los que se encontraba el control por parte 

democráticos tradicionales: 

"Con ello, el constituyente enfrenta diversos problemas aliergaueian lá^ n 

sociedades contemporáneas, A la reducción de la capacida£Írde,iq§.,^odeios 

representativos de lograr consensos sobre puntos centrales para la ̂ ptíi¿í|ádj a'sí'como^ .̂  

a la creciente distancia entre los representantes y los representad<¿;^aumadó áJa-altaüiejabtê  

complejidad de las sociedades contemporáneas, el constituyente opone un incremento 

de los espacios participativos. Con esta apuesta, se busea introducir mecanismos de 



legitimación democrática de una creciente actividad estatal y privada que excede, por 

distintos motivos, la capacidad de gestión, de logro de consenso V de control por 

parte de los mecanismos democráticos tradicionales \e 

Constitucional, 2003) 

Con base en I o dicho se puede colegir que la formula propuesta por el legislador -caducidad del medio 
impugnativo con en tan solo 20 días- para controvertir las disposiciones estatutarias de los partidos 
que vulneren la constitución política no satisface de ninguna manera una de las finalidades que motivó 
la existencia de la carta política de 1991, esto es, la de perfeccionar las falencias de la democracia 
representativa tradicional, entre las que se encontraba el poco control de los partidos políticos, frente 
a la que se si;^e evidenciando una tarea pendiente, la cuál no se logra cumplir con el establecimiento 
de términos precarios que realmente impiden a los ciudadanos ejercer el derecho fundamental al 
control del poder -Art. 40 CP-. Por el contrario, el mandato constitucional está orientado a buscar 
cada vez mejores márgenes de control, que involucren a las organizaciones políticas que buscan 
representar a la ciudadanía dentro de las instituciones, márgenes que deben garantizar que la práctica 
política y sus normas se ajusten los mandatos que determina la constitución. 

Por la anteriar razón, la consideración de un término perentorio de 20 días, no solo constituye un 
exabrupto del legislador, sino que afectos de un juicio de constitucionalidad, se convierte en un 
contrasentido de su obligación de profundizar la garantía de los derechos constitucionales 
fundamentales, en este caso el control del poder político -Art, 40 C.P-, que se le impone a los partidos 
dentro de una democracia constitucional. En esa línea, el término para establecer el medio 
impugnativo, censurado en esta demanda, supone limitar las cargas y oportunidades de emergentes 
derechos fundamentales que pueden estar considerados conforme al devenir constitucional de la 
actividad electoral , que bajo ningún supuesto puede hacer que ia formalidad revista lo legal de 
constitucional, sin considerar los criterios de materialización efectiva de una idea democracia en un 
Estado social de Derecho que supone el control del poder político como derecho fundamental. 

Es por los íúndamentos expresados arriba que el principio constitucional de seguridad 

jurídica que se alcanza con el establecimiento de un límite de tan solo 20 días para cuestionar 

las disposiciones estatutarias de los partidos políticos que violen la constitución, destruye el 

otro principio constitucional afectado: el control del poder político, ya que el primero ubica 

al último, en un escenario estrictamente formal y no material, contrario a nuestro diseño 

constitucional de materialización efectiva de los derechos fundamentales como característica 

propia del Estado social de derecho tal y como lo ha defendido la misma Corte 

Constitucional: 

"La descripción de los fines del ESDD, que prefiguran la actividad de los poderes 

públicos y encausa el ejercicio de los derechos y potestades de los particulares, son 

consagrados por la misma Constitución. Como se indicó en la sentencia C-776/03, 

que declaró la inexequibilidad de la tarifa de algunos tributos a la venta de bienes de 

primera necesidad, "... el Estado Social de Derecho ya no se limita solamente a 

asegurar la vida, la propiedad y la libertad mediante la protección contra el fraude, el 
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. hurto, el incumplimiento contractual o los daños ocasionados por terceros, funciones 

típicas del Estado gendarme. Sus fines tienen mayor alcance e incluyen, entre otros, 

promover la prosperidad general; sarantizar la efectividad de los principios, 

derechos y deberes consagrados en la Constitución, facilitar la 
, participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 

política, administrativa y cultural de la Nación; y asegurar la vigencia de un orden 

justo (art. 2° de la CP.) ." (Subrayas y negrilla fuera de texto.) 

En los términos precitados en todo este acápite, queda entonces planteado el segundo cargo 

de inconstitucionalidad contra la norma demandada, indicando que si bien aquella supera el 

test razonabilidad en lo relativo a! sub principio de a) necesidad, no lo hace así en cuanto a 
los sub principios de b) idoneidad y c) proporcionalidad en sentido estricto. 

III . PRETENSIONES: 

PRIMERA: Que la Corte Constitucional declare INEXEQUIBLE la expresión "dentro de 

los veinte días siguientes ", contenida en el artículo 7 de la ley estatutaria 130 de 1994. 

IV. PETICIÓN ESPECIAL: 

Se le solicita a la Honorable Corte Constitucional, aplicar para la presente demanda el 

principio pro actione en el entendido de que el presente instrumento se constituye como una 

acción pública, lo que implica que cualquier deficiencia en materia de formalismos, debe ser 

superada por el alto Tribunal Constitucional, buscando siempre la efectivizacíón del control 

constitucional como parámetro ineludible para la garantía de la protección de la Constitución 

contra toda norma que contraríe su espíritu. 

En reciente sentencia C-083 de 2019, la Corte se pronunció sobre el principo mencionado 
en el párrafo anterior así: - i j| _ ÍÍ rtfi^st^odoní ̂  

"2.3. En la línea jurisprudencial en tomo a qué carga se debe cumplir. Se ha ponderado - î pi-eseri: 
••e?.=iniado f 

entre el derecho que tienen los ciudadanos a ejercer la acción pública de"™̂  ̂ ^̂ •̂̂''̂  
inconstitucionalidad (arts. 40-6 y 241-4 CP.) y el deber que t^nf,>l .̂ Tribunal de' • í 

resolver atendiendo a razones jurídicas aptas para, según el cas(í[ reí^af' 

del ordenamiento jurídico (art. 241 CP.), en todo caso, atendiendo él prmcipio%í4 5 

actionelR^ que no exige del actor un conocimiento especializado sobre la materia, -

pero si le requiere exponer, en forma razonada y clara, los motivos por los cuales" 

considera que un precepto resulta contrario a lo dispuesto por el constituyente. (t̂ âtij.̂  ; 

2.4. Así, el Tribunal ha requerido^^ de quien ejerce este tipo de acción el 

cumplimiento del deber de precisar: (i) el objeto demandado, (ii) el concepto de la 



violación, y (iii) la razón por la cual la Corte es competentes^." (Subrayas y negrillas 

fuera de texto.) 

Con base en la providencia atrás referida, los actores en la presente acción de 

inconstitucionalidad, manifestamos que en el capítulo I de esta demanda precisamos i) el 

objeto demandad, en e! Capitulo I I , precisamos ii) El concepto de la violación, y en el 

capítulo V, señalamos el requisito iii) la competencia de la Corte Constitucional. Por todo lo 

anterior, consideramos que la acción pública cumple con los requisitos para ser sustanciada 

por la alta corporación constitucional. 

V. COMPETENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL: 

La Corte Constitucional es competente para conocer de la presente demanda de 

inconstitucionalidad, con base en lo dispuesto por el numeral 4 del artículo 241 de la carta 

superior, que expresa lo siguiente: 

"AR TICULO 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad 

y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. 

Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: 

( . . . ) 

4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos 

contra las leyes, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento 

en su formación." (Subrayas y negrillas fuera de texto.) 

VI. NOTIFICACIONES: 

Recibimos notificaciones personales en la siguiente dirección, celular, y correo electrónico: 

CALLE 38 B SUR # 47 A 7, Envigado-Antioquia, barrio Alcalá, celular: 3105461613, 
correo electrónico: feljuan 1 Q26fg:Email.com 
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